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INSCRIPCIÓN EN EL RUV / CONCEDE / acto administrativo carente de motivación / CONFIRMA - Traídos estos conceptos al caso concreto, halla la Sala que los señalamientos de la UARIV para rechazar la inscripción deprecada, carecen de todo el análisis que la ley misma y la jurisprudencia constitucional han delineado, y se apartan de esta interpretación sistemática. 

Se reitera que a la UARIV le está vedado excluir una petición de inclusión que tiene como cimiento el conflicto armado interno, y que viene apoyada en elementos probatorios, sin explicar o argumentar de manera explícita la negativa. Valga señalar que en el evento de ahora, nada se dijo durante el trámite desplegado, sobre la afirmación de la interesada, acerca de que el suceso relacionado con la muerte de su consorte, tuvo estrecha relación con el deceso de un hermano del mismo, y ese hecho sí fue aceptado como hecho victimizante e incluido el interesado en el RUV, pues se reconoció allí que en el municipio en el que sucedieron los homicidios había presencia de grupos armados (c. 1, f. 1). 

No se trata de que en los respectivos actos administrativos se citen una serie de normas y referentes jurisprudenciales sobre el tema. Lo que debe ocurrir es que se efectúe un reflexivo estudio y un análisis que cobije todas y cada una de las manifestaciones de quien acude como víctima, el acervo probatorio y los indicios que conduzcan a la resolución del caso, todo ello debidamente explicado con razonamientos inteligibles al interesado, para que cuente con los elementos de juicio necesarios tendientes a entender la cuestión que plantea y se le define. 

Los actos administrativos de los que se duele la actora carecen de esas explicaciones que determinen fundadamente y de manera clara por qué es inviable acceder al registro solicitado, ya que se alude, llanamente, a que respecto de los hechos denunciados nada indica que fueran producto del conflicto armado, pero sin que en esa intelección, se repite, se efectúe un escrutinio a la luz de todos aquellos elementos que pudieran llegar a caracterizar la calidad que se persigue para la inscripción del caso. 

Es evidente, entonces, que sí aparecen trasgredidos los derechos fundamentales denunciados por la actora y ello dará lugar a confirmar la decisión que se revisa, con la adición de que, en caso de que la cuestión deba conocerse por el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en virtud de un nuevo recurso de apelación, de igual manera, deberá sujetarse a lo que se ha expuesto. De otro lado, se absolverá a los demás involucrados por no hallar de su parte trasgresión frente a los derechos reclamados.
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Acta N° 13 de enero 22 de 21018
  



Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la  demandada, contra la sentencia del 7 de noviembre último, proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que Mónica Gómez Castrillón, inició frente a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las víctimas, a la que fueron vinculados el Jefe Oficina Asesora Jurídica, Gerente de Defensa Judicial, Grupo de Respuesta Escrita de la Subdirección de la UAE y la Directora Técnica de Registro y Gestión de la Información de la misma entidad.
  



ANTECEDENTES
  



Acudió la demandante en su propio nombre, en procura de la protección de sus derechos, contenidos en los artículos 1º y 13 de la Ley 1448 de 2011 y Constitución Política, respectivamente, que estima lesionados por la parte accionada.

  



Expuso, en resumen, que desde el año 2014 declaró el hecho victimizante de homicidio de su esposo Carlos Alberto Álvarez Félix, que no se le ha reconocido; el mismo, fue ultimado luego de la muerte de su cuñado, César Augusto Álvarez Félix, en similares circunstancias; tenían un negocio de cerrajería y días anteriores habían recibido amenazas de muerte; su otro cuñado Guillermo Ernesto Álvarez  hizo la declaración de su hermano Carlos Alberto, y sí le fue reconocida la calidad de víctima; la declaración por la muerte de su cónyuge se efectuó dando cuenta de que fue en el mismo entorno, pero se le negó la inclusión en el Registro Único de Víctimas RUV con el argumento de “QUE FRENTE A LAS CIRCUNSTANCIAS FÁCTICAS NARRADAS NO EXISTE ELEMENTOS DE ONFIGUREN ACTOS QUE CLARAMENTE SE ENMARQUEN DENTRO DE LOS PARAMETROS LEGALES CONTEMPLADOS EN LA LEY 1448 DE 2011” -sic-. En cambio, en la resolución en la que incluyeron a su cuñado Guillermo Ernesto Álvarez Félix, quedó constancia de que “SE PUDO CONCLUIR QUE EFECTIVAMENTE EXISTE PRESENCIA DE GRUPOS ARMADOS EN EL MUNICIPIO EN CUESTION” –sic-. 

  



Agregó que ha agotado todos los recursos por vía administrativa, en los que hace resaltar el derecho a la igualdad, para ser incluida en el RUV, por cuanto ambos homicidios fueron producto del mismo conflicto, además de que los sucesos ocurrieron en la misma ciudad e igual sector, lo que evidencia la falta de investigación y estudio de todos los documentos aportados.




Pidió, en consecuencia, que se amparen los derechos reclamados y se ordene a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, reconocer el homicidio de su esposo Carlos Alberto Álvarez Félix y posteriormente incluirla en el Registro Único de Víctimas, previa investigación de fondo sobre los hechos ocurridos.
 



Después de una nulidad declarada por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local (c. 2, f. 8 y 9), el Primero de esa especialidad le dio trámite a la acción frente al ente demandado, con auto del 24 de octubre, a la vez que dispuso la vinculación del Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, el Gerente de Defensa Judicial, el Grupo de Respuesta Escrita de la Subdirección de la UAE y la Directora Técnica de Registro y Gestión de la Información de la UARIV, y corrió traslado por el término de 2 días. 
  



La Directora de Registro y Gestión de la Información y el Jefe de Oficina Asesora Jurídica indicaron que, en efecto, la accionante no se encuentra incluida en el RUV; que su petición de la misma fue respondida de fondo y previa solicitud de revocatoria directa, fue confirmada la decisión, mediante Resolución No. 9112 del 22 de diciembre de 2015; se explicó en el trámite administrativo que era inviable jurídicamente reconocer el hecho victimizante de homicidio, porque frente a las circunstancias fácticas narradas se carecía de elementos que configuraran actos a enmarcar dentro de los parámetros legales contemplados en la Ley 1448 de 2011, lo que daba lugar a confirmar la Resolución  No. 2015-67819 del 13 de marzo de 2015; que la acción se improcedente por hecho superado; se tuvo presente el derecho al debido proceso, y una demanda de este linaje tiene carácter residual y subisidario; solicitó, por tanto, negar el amparo elevado.




Sobrevino la sentencia que concedió lo pretendido con el amparo consistente en el “reconocimiento de la condición de víctima invocado por la señora MÓNICA GÓMEZ CASTRILLÓN y de su hija menor de edad contra la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN DE LAS VÍCTIMAS”, y en tal virtud le ordenó a Gladys Celeide Prada Pardo, Directora Técnica de Registro y Gestión de la Información que, en un término de 30 días hábiles, estudiara nuevamente la solicitud de la actora en relación con su inclusión y la de su hija menor en el RUV, teniendo en cuenta la jurisprudencia de la Corte Constitucional con el recaudo de las pruebas pertinentes. Para así decidir, previas trascripciones jurisprudenciales sobre la procedencia de una acción de esta estirpe respecto a los actos administrativos proferidos por la UARIV, el derecho a ser incluido en el RUV y a erradicar toda forma de violencia y discriminación contra la mujer, estimó que pese a que el reproche tiene origen en decisiones adoptadas por tal entidad en el año 2015 (Resoluciones Números 2015-67819 de marzo 13 y 9121 del 22 de diciembre), el requisito de inmediatez en el caso concreto se torna menos exigente, cuando se trata de personas, víctimas de la violencia, además de que agotó los recursos ordinarios que tenía a su alcance para controvertir la posición que le desfavorece; que se hizo caso omiso de las orientaciones de la Corte Constitucional en relación con la negativa de inscripción, con la sola motivación de no haberse determinado si el hecho delictivo provino de grupos organizados al margen de la ley y que al parecer lo fue por delincuencia común, ya que este no debe ser el único criterio, ni es óbice para negar el registro, como que, en caso de duda, debe favorecerse a la víctima.

  



Impugnó quien fue conminado para hacer cesar la vulneración demandada; expresó que el fallo carece de motivación y su cumplimiento se hace imposible; que se deja de lado el proceso administrativo establecido, superponiendo los derechos de la actora sobre el de otras víctimas, con lo que se trasgrede el derecho a la igualdad; la decisión adoptada resulta desproporcionada, porque abre las puertas para que las víctimas accedan al RUV y a los beneficios diseñados de manera irregular, esto es, sin cumplir con las etapas previas al reconocimiento, por lo que se configura una omisión de la subsidiariedad de la tutela y del debido proceso administrativo; que la demandante no logró probar que los hechos denunciados tenían relación cercana y suficiente con el conflicto armado; que la entidad valoró en tres ocasiones adicionales la respectiva declaración; que la negativa de inclusión se produjo por la falta de certeza de que el hecho victimizante guarde relación cercana con el conflicto armado, lo que pasó por alto el Juez de primera instancia.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, por la inconformidad que le causa a la accionante la negativa para ser incluida en el Registro Único de Víctimas, a pesar de que el hecho victimizante con ocasión del homicidio de su cónyuge, ocurrió en iguales circunstancias que con su cuñado días atrás, por las que se reconoció, previa solicitud de un hermano del mismo para ser incluido en dicho registro, que efectivamente existía presencia de grupos armados en el municipio en donde acaecieron dichos eventos.
  



El juzgado, se dijo, amparó  el reclamo elevado, con soporte en lo que la Corte Constitucional ha precisado sobre el particular, relacionado con la procedencia de una demanda de este linaje respecto a los actos administrativos proferidos por la UARIV, el derecho a ser incluido en el RUV y a erradicar toda forma de violencia y discriminación contra la mujer; que se hizo caso omiso de las disposiciones de la Corte Constitucional con la negativa de inscripción, con la sola motivación de no haberse determinado si el hecho delictivo provino de grupos organizados al margen de la ley y que al parecer lo fue por delincuencia común, ya que este no debe ser el único criterio, ni es óbice para negar el registro, pues en caso de duda debe favorecerse a la víctima.

  



En consecuencia, corresponde a la Sala resolver si la acción de tutela es procedente en casos como el presente; y de ser así, si debe prohijarse la decisión de primer grado.





En primer lugar, están dadas las condiciones de procedibilidad de la acción, si bien la accionante está legitimada por activa, en su alegada condición de víctima y la entidad demandada sería la llamada a su inclusión como tal, para el reconocimiento de los beneficios consagrados en la ley. 

   



A pesar de cuanto se adujo en primera instancia sobre la  inmediatez, lo cierto es que tal exigencia, al margen de la flexibilidad de la que allí razonablemente se trató, no merece reparo alguno, si bien el último acto administrativo data del 11 de septiembre de 2017 (c. 3, f. 54 a 56) , esto es, algo más a un mes a la fecha en que se impulsó la acción,  con la radicación ante el Juzgado de primer grado (c. 3, f. 3 y 4).
  



Además, respecto de quien aduce su condición de víctima del conflicto armado, la subsidiariedad debe ceder, por tratarse de una persona de especial protección
. 
  



Ahora bien, yendo al fondo del asunto, es claro que la UARIV se ha pronunciado frente a las reclamaciones de la accionante, pero esa conclusión es insuficiente para afirmar que es improcedente el resguardo invocado, como indica el escrito de impugnación, puesto que, según viene orientando la Corte Constitucional sobre el particular, al estudiar las diversas situaciones en las que se debe concebir la ley 1448 de 2011, las personas sumergidas en distintas problemáticas relacionadas con el orden público (situaciones de violencia, de origen común por ejemplo), en una interpretación sistemática de tal regulación, deben ser objeto del resguardo que el Estado les brinda; de lo contrario, se desnaturalizaría el principio de solidaridad que debe imperar.
Por tanto, constituye una obligación para la UARIV velar para que en el estudio de las solicitudes del Registro Único de Víctimas, no se excluyan, sin más, aquellas que, como la de la demandante, hacen referencia a eventos violentos de origen común, que fue lo que condujo, en esencia, a negar la inclusión pedida como puede leerse de los distintos actos emitidos.

Ciertamente, la alta Corporación se ha encargado de establecer, sobre la inclusión en el RUV, lo que en extenso se transcribe, por la importancia que reviste para este asunto
: 
  


 Esta caracterización particular es determinante toda vez que de ello depende que se tenga o no el derecho a ser incorporado en el Registro Único de Víctimas (RUV), pues ‘el hecho del no registro conlleva la violación de innumerables derechos fundamentales’…, ya que del reconocimiento de esa condición depende el acceso a otros mecanismos establecidos para protección a favor de las víctimas.
 
  


La Corte le ha reconocido a la definición de víctima de la Ley 1448 de 2005, un carácter operativo, que fue puesto de presente en la sentencia C-253A de 2012 así:
                                            
 


“Como se ha dicho, el propósito de la Ley 1448 de 2011 y en particular de lo dispuesto en su artículo 3º, no es el de definir o modificar el concepto de víctima, en la medida en la que esa condición responde a una realidad objetiva, cuyos contornos han sido delineados de manera general en la ley, en instrumentos internacionales y en la jurisprudencia constitucional. Lo que se hace en la ley es identificar, dentro del universo de las víctimas, entendidas éstas, en el contexto de la ley, como toda persona que haya sufrido menoscabo en su integridad o en sus bienes como resultado de una conducta antijurídica, a aquellas que serán destinatarias de las medidas especiales de protección que se adoptan en ella. Para eso la ley acude a una especie de definición operativa, a través de la expresión ‘[s]e consideran víctimas, para los efectos de esta ley (…)’, giro que implica que se reconoce la existencia de víctimas distintas de aquellas que se consideran tales para los efectos de esta ley en particular, o, en sentido inverso, que, a partir del conjunto total de las víctimas, se identifican algunas que serán las destinatarias de las medidas especiales contenidas en la ley.” (Negrilla fuera de texto)
 
 


(…)

 


Para efecto de resolver los problemas jurídicos que plantea la accionante,  es relevante recordar que, como ya lo manifestó la Sala Plena de la Corte Constitucional en la referida sentencia “existen elementos objetivos que permiten encuadrar ciertas conductas dentro del conflicto, y hay extremos en los que, por el contrario, también resulta claro que se está frente a actos de delincuencia común no cubiertos por las previsiones de la ley. En el medio existen zonas grises,  que no es posible predeterminar de antemano, pero en relación con las cuales si es posible señalar que no cabe una exclusión a priori, con base en una calificación meramente formal, y que en el análisis de cada caso debe procederse, a tono con el objetivo mismo de la ley, con un criterio que tienda a proteger a las víctimas. Esto es, probada la existencia de una afectación grave de derechos humanos o de una infracción de las normas del derecho humanitario, en caso de duda sobre la inserción de la conducta lesiva en el marco del conflicto, debe darse prevalencia a la interpretación en favor de la víctima”. Y, adicionalmente, “los daños originados en las violaciones al Derecho Internacional Humanitario y al Derecho Internacional de los Derechos Humanos cometidas por actores armados con estructura militar o dominio territorial, como consecuencia de acciones que guarden una relación cercana y suficiente con el desarrollo del conflicto armado, podrán ser invocados por sus víctimas, en los términos de la Ley 1448 de 2011, para los fines en ella previstos…”
 



(…)

 


En efecto, las personas desplazadas  por situaciones de violencia generalizada y, en términos más amplios, en aquellas circunstancias en las que el desplazamiento no guarda una relación cercana ni suficiente con el conflicto armado, no cuentan con mecanismos ordinarios para satisfacer la situación de emergencia que es producto del desarraigo, sino que, por el contrario, se sitúan en un estado de mayor vulnerabilidad y de déficit de protección por parte de las autoridades responsables, al quedar excluidas del universo de beneficiarios de las medidas de asistencia, atención y protección contempladas en la ley como resultado de su no inscripción en el Registro Único de Víctimas.
 


(…)
  


Corte Constitucional ha señalado que el Registro Único de Víctimas (RUV) es una herramienta de carácter técnico, que no define u otorga la condición de víctima, sino que la reconoce para efectos de identificar a los destinatarios de determinadas medidas encaminadas a la protección, respeto y  garantía de sus derechos. Por ello se ha sostenido que la condición de víctima del conflicto armado interno genera el derecho a ser registrada como tal de forma individual o con su núcleo familiar…
 
 


Dada la importancia de esta herramienta y la necesidad de garantizar la inclusión en ella conforme al principio de igualdad y mediante un procedimiento visible que permita controlar el ámbito restringido de aplicación de las medidas contempladas en la Ley 1448 de 2011, la jurisprudencia constitucional ha establecido algunos lineamientos a considerar por los funcionarios encargados de llevar a cabo el Registro Único de Víctimas (RUV), a saber:  
 
 


1º. Los servidores públicos deben informar de manera pronta, completa y oportuna a las víctimas, sobre la totalidad de sus derechos y el trámite que deben surtir para exigirlos…
 
  


2ª los funcionarios que reciben la declaración y diligencian el registro sólo pueden requerir al solicitante el cumplimiento de los trámites y requisitos expresamente previstos en la ley para tal fin…
   


3º En virtud del principio de buena fe, deben tenerse como ciertas, prima facie, las declaraciones y pruebas aportadas por el declarante[33]. Si el funcionario considera que la declaración o la prueba falta a la verdad, debe demostrar que ello es así[34]. Los indicios derivados de la declaración se tendrán como prueba válida[35] y las contradicciones que se presenten en la misma no podrán ser tenidas como prueba suficiente de que el solicitante faltó a la verdad…

 
 


4º La declaración sobre los hechos victimizantes debe analizarse de tal forma que se tengan en cuenta las condiciones particulares de los solicitantes, así como el principio de favorabilidad …
 
 


(…)

 


La razón por la cual la UARIV determinó la no inclusión de la accionante como víctimas en el RUV, es que los hechos victimizantes fueron causados por la delincuencia común, conclusión a la que arriba porque en la actuación administrativa no se determinó que el hecho se relacionara con el modus operandi de los factores generadores de violencia asociados al conflicto armado, como lo expresa en la Resolución 2014-502424.
 

(…)
 
 


Atendiendo entonces a la interpretación de esta Corporación sobre el concepto de víctima y de aquello que se entiende “con ocasión del conflicto armado interno”, elementos que determinan conforme al artículo 3 la Ley 1448 de 2011, la incorporación en el RUV, no cabe ninguna duda de que la señora Carmen Elvira y su hija hacen parte del grupo de víctimas de hechos violentos suscitados en el ámbito del conflicto armado interno y por tanto deben ser incluidas en el registro único de víctimas.
 
  


…además porque, como se indicó en precedencia la relación con el conflicto de los hechos victimizantes “no se agota en la ocurrencia de confrontaciones armadas, en las acciones violentas de un determinado actor armado, en el uso de precisos medios de combate, o en la ocurrencia del hecho en un espacio geográfico específico, sino que recogen la complejidad de ese fenómeno, en sus distintas manifestaciones y aún frente a situaciones en donde las actuaciones de los actores armados se confunden con las de la delincuencia común o con situaciones de violencia generalizada”.
 
 


(…) 

 


Si ello es así, y dado que el reconocimiento de víctima para efecto de la incorporación en el registro Único de Víctimas no depende solo de que los autores sean miembros de organizaciones parte activa del conflicto, no se puede ignorar en el ámbito nacional la situación de las víctimas de actos violentos de las bandas criminales que emergieron luego del proceso de desmovilización de grupos paramilitares y cuyo surgimiento tampoco puede verse de manera aislada del proceso de reinserción llevado a cabo desde el año 2006.”
                              
  



Traídos estos conceptos al caso concreto, halla la Sala que los señalamientos de la UARIV para rechazar la inscripción deprecada, carecen de todo el análisis que la ley misma y la jurisprudencia constitucional han delineado, y se apartan de esta interpretación sistemática. 

Se reitera que a la UARIV le está vedado excluir una petición de inclusión que tiene como cimiento el conflicto armado interno, y que viene apoyada en elementos probatorios, sin explicar o argumentar de manera explícita la negativa. Valga señalar que en el evento de ahora, nada se dijo durante el trámite desplegado, sobre la afirmación de la interesada, acerca de que el suceso relacionado con la muerte de su consorte, tuvo estrecha relación con el deceso de un hermano del mismo, y ese hecho sí fue aceptado como hecho victimizante e incluido el interesado en el RUV, pues se reconoció allí que en el municipio en el que sucedieron los homicidios había presencia de grupos armados (c. 1, f. 1). 

No se trata de que en los respectivos actos administrativos se citen una serie de normas y referentes jurisprudenciales sobre el tema. Lo que debe ocurrir es que se efectúe un reflexivo estudio y un análisis que cobije todas y cada una de las manifestaciones de quien acude como víctima, el acervo probatorio y los indicios que conduzcan a la resolución del caso, todo ello debidamente explicado con razonamientos inteligibles al interesado, para que cuente con los elementos de juicio necesarios tendientes a entender la cuestión que plantea y se le define. 

Los actos administrativos de los que se duele la actora carecen de esas explicaciones que determinen fundadamente y de manera clara por qué es inviable acceder al registro solicitado, ya que se alude, llanamente, a que respecto de los hechos denunciados nada indica que fueran producto del conflicto armado, pero sin que en esa intelección, se repite, se efectúe un escrutinio a la luz de todos aquellos elementos que pudieran llegar a caracterizar la calidad que se persigue para la inscripción del caso. 

Es evidente, entonces, que sí aparecen trasgredidos los derechos fundamentales denunciados por la actora y ello dará lugar a confirmar la decisión que se revisa, con la adición de que, en caso de que la cuestión deba conocerse por el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en virtud de un nuevo recurso de apelación, de igual manera, deberá sujetarse a lo que se ha expuesto. De otro lado, se absolverá a los demás involucrados por no hallar de su parte trasgresión frente a los derechos reclamados.
DECISIÓN

   



Por lo expuesto, la Sala Civil Familiar del  Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia del 7 de noviembre de 2017, proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que Mónica Gómez Castrillón, inició contra la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.
 



Se ADICIONA para ordenar al Jefe Oficina Asesora Jurídica del mismo ente, Vladimir Martín Ramos, o quien haga sus veces, que, en caso de un eventual recurso de apelación, se sujete también a los lineamientos ya señalados. 

  



Se absuelve a los demás funcionarios intervinientes.
  



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                
   DUBERNEY GRISALES HERRERA 

     Con ausencia justificada
� Sentencia T-364 de 2015


� Sentencia T-290 de 2016
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